
EN EL VEINTICINCO ANIVERSARIO
DE LA CONSTITUCIÓN DE 1978*

Jaime Rodríguez-Arana

Si para cualquier ferrolano que se precie tener la oportunidad de estar en el
corazón de su Ayuntamiento constituye un auténtico privilegio, para mí, compartir hoy
con ustedes algunas reflexiones sobre los veinticinco años de la Constitución de 1978,
es, sin duda, uno de los momentos más gratos y relevantes de mi trayectoria como
jurista. Por eso, mi agradecimiento al señor Alcalde y a toda la Corporación por per­
mitirme, primero, volver otra vez a mi ciudad - esta vez acompañado por mis padres
- y, segundo, realizar la tarea más querida para un profesor de Derecho, como es glo­
sar y comentar algunos aspectos centrales de nuestra Carta Magna, precisamente, en
Ferrol en un día que ocupa, por derecho propio, en la historia de la ciudad, un lugar
muy destacado y en una fecha realmente fundamental pues, como saben muy bien, no
es moneda común tener la dicha de celebrar los veinticinco años de una Constitución
en España.

Se bien que, año tras año, han desfilado por esta Tribuna expertos juristas y figu­
ras destacadas de la vida pública. En mi caso, aspiro a ocupar su atención unos minu­
tos con el objetivo de reflexionar sobre algunas ideas básicas que presidieron la elabo­
ración de la Constitución de 1978 y que han sido el fundamento del desarrollo de las
libertades y derechos que hoy todos disfrutamos.

En efecto, en la historia de un país hay hitos históricos que contribuyen a con­
formar los rasgos de la ciudadanía política de sus habitantes. Olvidarlos, desvirtuar su
sentido, o convertirlos en un tópico inerte, afecta de manera inmediata a nuestra propia
identidad de ciudadanos. Por eso no es ocioso, sino un saludable ejercicio político, que
recordemos la centralidad que entre nosotros ocupa el 6 de diciembre de 1978. Ese día,
se abrió para España, para todos los españoles, un esperanzador panorama de libertad,
de justicia, de igualdad y de pluralismo político. Recordar esta fecha es reconsiderar el
valor de estos preciados bienes, rememorar el esfuerzo de su consecución y reafirmar
nuestro compromiso de preservarlos y enriquecerlos permanentemente.

La Constitución es producto del constituyente, y no podemos por menos de pon­
derar la prudencia y el sentido de Estado del que en 1978 redactó nuestra norma supre­
ma, por encima de discrepancias ideológicas y de divergencias políticas. La
Constitución surge, sobre todo, de la propia sociedad para organizar los poderes del
Estado. Es la propia sociedad quien tiene un sentido de la organización de la vida de la
comunidad, y una valoración de los bienes que deben ser protegidos y de las priorida­
des que deben ser asumidas. El acierto del constituyente consiste en percibir esas valo-

* Texto de la intervención en el Ayuntamiento de El Ferrol el 5 de diciembre de 2003, con ocasión de
la celebración del XXV Aniversario de la Promulgación de la Constitución de 1978.
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raciones y en sistematizar su contenido. El éxito de nuestro proceso constitucional fue
en realidad un cúmulo de aciertos en el que todos participaron.

Como ya se indicaba en el artículo 16 de la declaración de Derechos del Hombre
y el Ciudadano de 1789, "toda sociedad en la que no esté asegurada la garantía de los
derechos ni determinada la separación de los poderes carece de Constitución". De algún
modo están aquí implícitos los que considero los dos fines fundamentales de la
Constitución, la libertad de los ciudadanos -expresada en este caso en la garantía de sus
derechos- y la participación, expresada aquí -limitadamente- como participación en el
poder político.

Precisamente, las bases del concepto liberal y moderno de constitución se fun­
damentan en el reconocimiento y garantía de la libertad del ciudadano frente al poder
público a través de una serie de principios y técnicas, destacando el respeto a los dere­
chos fundamentales y la consagración de la división de poderes.

El espíritu de consenso se puso particularmente de manifiesto en la elaboración
de nuestro acuerdo constitucional. Muchos de los aquí presentes podemos recordar con
admiración la capacidad política, la altura de miras y la generosidad que presidió todo
el proceso de elaboración de nuestra constitución de 1978. Una vez más se cumplió la
máxima de DAHLMANN: "En todas las empresas humanas, si existe un acuerdo res­
pecto a su fin, la posibilidad de realizarlas es cosa secundaria...". Hoy, gracias al tesón
y al esfuerzo de aquellos españoles que hicieron posible la Constitución que celebramos
en su veinticinco aniversario, la consolidación de las libertades y el compromiso con los
derechos humanos son un inequívoca realidad entre nosotros.

Porque ¿cuál es la herencia entregada en aquel momento constituyente, cual es
el legado constitucional? Un amplio espacio de acuerdo, de consenso, de superación de
posiciones encontradas, de búsqueda de soluciones, de tolerancia, de apertura a la rea­
lidad, de capacidad real para el diálogo que, hoy como ayer, siguen y deben seguir fun­
damentando nuestra convivencia democrática. En otras palabras, el triunfo de las coor­
denadas del pensamiento abierto, plural, dinámico y complementario al servicio del
libre desarrollo de las personas en un contexto socio-económico justo y digno.

Este espíritu al que me refiero -de pacto, de acuerdo, de diálogo, de búsqueda de
soluciones a los problemas reales- aparece cuando de verdad se piensa en los problemas
de la gente, cuando detrás de las decisiones que hayan de adoptarse aparecen las nece­
sidades, los anhelos y las aspiraciones legítimas de los ciudadanos. Por eso, cuando las
personas son la referencia para la solución de los problemas, entonces se dan las con­
diciones que hicieron posible la Constitución de 1978: la mentalidad dialogante, la
atención al contexto, el pensamiento compatible y reflexivo, la búsqueda continua de
puntos de cJnfluencia y la capacidad de conciliar y de escuchar a los demás. Y, lo que
es más importante, la generosidad para superar las posiciones divergentes y la disposi­
ción para comenzar a trabajar juntos por la justicia, la libertad y la seguridad desde un
marco de respeto a todas las ideas. Cuando se trabaja teniendo presente la magnitud de
la empresa y desde la tolerancia cobra especial relieve el proverbio portugués que reza
"el valor crea venc~dores, la concordia crea invencibles". Es anecdótico lo que voy a
decir, pero la misma razón puede encontrarse en aquella cantinela -"el pueblo unido
jamás será vencido"- tan repetida en el período constitucional. Podremos disentir en no
pocas de las cuestiones que nos afectan a diario. Pero habremos de permanecer unidos
en la absoluta prioridad de los valores que nuestra Constitución proclama.

A estos valores quisiera referirme ahora, porque creo que esa es la sustancia
constitucional que nos interesa. Donde reside el espíritu constitucional, el centro de
donde procede el dinamismo y las virtualidades de la Constitución, es en ese conjunto
de valores o de vectores, recogidos tanto en el preámbulo como en el articulado, que
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dan sentido a todo el texto constitucional y que deben impregnar el régimen jurídico y
el orden social colectivo. Es decir, se trata de las directrices que deben guiar nuestra
vida política, no sólo la de los partidos, la de todos los españoles, nuestra vida cívica.

En el preámbulo constitucional se señalan, en primer lugar, la justicia, la libertad
y la seguridad como los tres valores constitucionales más importantes. En la idea de jus­
ticia late la convicción de que hay algo debido al hombre, a cada hombre. Por encima
de consideraciones sociológicas o históricas, más allá de valoraciones económicas o de
utilidad, el hombre, el ciudadano, cada vecino, se yergue ante el Estado, ante cualquier
poder, con un carácter que me atrevo a calificar de absoluto: esta mujer, este hombre,
son lo inviolable; el poder, la ley, el Estado democrático, se derrumbarían si la dignidad
de la persona no fuere respetada. En la preeminencia de la libertad se está expresando
la dignidad del hombre, constructor de su propia existencia personal solidaria -digo
solidaria porque creo que no es posible concebir la existencia personal de otra manera­
. y finalmente, la seguridad, como condición para un orden de justicia y para el desa­
rrollo de la libertad, y que cuando se encuentra en equilibrio dinámico con ellas, pro­
duce el fruto apetecido de la paz.

El segundo de los principios señalados en el preámbulo constitucional, siguien­
do una vieja tradición del primer constitucionalismo del siglo diecinueve -una tradición
cargada de profundo significado-, es el principio de legalidad. La leyes la expresión de
la voluntad popular. La soberanía nacional se manifiesta a través de la ley. El principio
de legalidad no significa otra cosa que respeto a la ley, respeto al proceso de su emana­
ción democrática, y sometimiento a la ley, respeto a su mandato, que es el del pueblo.

En virtud del principio de legalidad el Estado de Derecho sustituye definitiva­
mente a un modo arbitrario de entender el poder. El ejercicio de los poderes públicos
debe realizarse en el marco de las leyes y del Derecho. Todos, ciudadanos y poderes
públicos, están sujetos -así lo explicita el artículo 9 de la Carta Magna- a la
Constitución y al resto del Ordenamiento jurídico. Por eso, el imperio de la Ley supo­
ne la lealtad constitucional e institucional, concepto central del Estado de Derecho que
hoy también debemos recordar.

No podía ser de otra manera: la justicia, la libertad y la paz son los principios
supremos que deben impregnar y orientar nuestro ordenamiento jurídico y político.
Respetar la ley, la ley democrática, emanada del pueblo y establecida para hacer reali­
dad aquellos grandes principios, es respetar la dignidad de las personas, los derechos
inviolables que les son inherentes, el libre desarrollo de sus existencias personales, y en
sociedad..

El Estado de Derecho, el principio de legalidad, el imperio de la ley como expre­
sión de la voluntad general, deben, pues, enmarcarse en el contexto de otros principios
superiores que le dan sentido, que le proporcionan su adecuado alcance constitucional.
No hacerlo así supondría caer en una interpretación mecánica y ordenancista del siste­
ma jurídico y político, privando a la ley de su capacidad promotora de la dignidad del
ciudadano. Y una ley que en su aplicación no respetara ni promoviera efectivamente la
condición humana -en todas sus dimensiones- de cada ciudadano, sería una norma des­
provista de su principal valor.

En el tercer inciso del preámbulo de la Constitución se plantea la cuestión de los
derechos humanos y el reconocimiento de la identidad política y cultural de los pueblos
de España, al señalar la necesidad de "proteger a todos los españoles y pueblos de
España en el ejercicio de los derechos humanos, sus culturas, tradiciones, lenguas e ins­
tituciones".

Este principio general expresado en el preámbulo se ve traducido, en el artículo
2 de Constitución, en el reconocimiento de la identidad política de los pueblos de
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España, al garantizar el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que
integran la nación española, así como la solidaridad entre todas ellas, lo que se ha con­
cretado, tras veinticinco años de desarrollo constitucional, en un modelo de Estado que
goza de una razonable consolidación y estabilidad, como lo prueba la cantidad y cali­
dad de las competencias asumidas por las Comunidades Autónomas. Y desde luego que,
para muchos de nosotros, este respaldo jurídico-político a la realidad plural de España
es uno de los principales aciertos de nuestra Constitución y un motor para nuestro pro­
greso cultural y político.

El juego y la relación existentes entre el principio de unidad y el de autonomía,
reconocidos constitucionalmente, produce a veces tensiones que deben superarse preci­
samente a partir del equilibrio que preconozca precisamente la esencia del modelo
autonómico. Ante estas tensiones es necesario el sentido común y al acuerdo como
metodología para el desarrollo constitucional. Particularmente en este punto -en lo refe­
rente al Título VIII-, porque nos encontramos ante una cuestión que afecta esencial­
mente a la misma concepción del Estado. No se trata de elaborar un nuevo consenso,
sino de establecer nuevos consensos sobre la base del consenso constitucional. Y la
Constitución ha querido que el derecho al autogobierno se reconozca a la vez que el
principio de unidad y la solidaridad entre todas las autonomías. Es cierto que las
Comunidades Autónolllas, en cuanto que identidades colectivas con una personalidad
propia manifiestan sus legítimas particularidades y singularidades. Los usos políticos
han denominado a estas particularidades "hechos diferenciales", denominación adecua­
da precisamente en la medida en que existen elementos comunes.

Pues bien, la existencia de esas diferencias o singularidades -como se quieran
llamar- promueven un enriquecimiento constante y dinámico - que diría Salvador de
MADARIAGA - de ese conjunto que se llama España, vertebrado como un Estado
autonómico, y en el que la potenciación y desarrollo de las distintas partes, mejora el
conjunto, tal y como señalara acertadamente ORTEGA Y GASSET.

En este marco, España constituye un magnífico espacio de solidaridad y convi­
vencia siempre desde la plena aceptación de las diferentes identidades que la integran,
en un ejercicio activo de compromiso en el respeto a las diferencias. Por eso, la coope­
ración al bien de todos y común, parece el mejor bien posible para cada uno.
Cooperación que, como he reconocido el propio Tribunal Constitucional, se halla en la
esencia del modelo autonómico.

La cooperación implica, necesita la diversidad, la pluralidad, la aportación diver­
sa de los que cooperan y tienen un objetivo común. Además, no se trata de una solida­
ridad mercantilista, sino de una solidaridad en la que cada identidad se esfuerza para la
mejora propia, la de los demás y la del conjunto, en la medida y la forma en que esto
sea posible. Por eso hablamos de autonomía y de integración, en un equilibrio que con­
viene encontrar entre todos, para cada momento. En este sentido, la Constitución se nos
presenta como un instrumento jurídico y político adecuado para la consecución de tan
fecundo equilibrio, que tenemos que saber alcanzar y desarrollar inteligente y respe­
tuosamente los unos con los otros.

Hay que observar, sin embargo, que parte de estos conflictos de entendimiento
derivan de ciertas deficiencias -ampliamente reconocidas- de nuestro desarrollo consti­
tucional. En concreto me estoy refiriendo a la necesidad de la reconversión del Senado
en una auténtica Cámara de representación territorial, a tenor de lo dispuesto en el artí­
culo 69 de la Carta Magna. Un Senado auténticamente territorial, como Cámara, por
ejemplo, de primera lectura para todos los asuntos con trascendencia territorial traería
consigo, por su propia lógica, un ambiente de mayor responsabilidad desde las pers­
pectivas particulares en los asuntos generales, y consecuentemente un ambiente de
mayor solidaridad y equidad. Por fin tendríamos una Cámara en la que estarían repre-
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sentadas proporcionalmente los entes territoriales, una Cámara que haría posible la ins­
titucionalización de una nueva perspectiva autonómica: la multilateralidad, una nueva
dimensión que, de seguro, simplificaría enormemente los problemas y aseguraría mayo­
res cotas de solidaridad y equidad en el sistema, y sobre todo de transparencia, al hacer
más patente el reflejo institucional de la realidad plural de España. Si de momento no
pudiéramos resolverlo, por no encontrar el nivel de acuerdo necesario, habríamos de
intentar, por ejemplo, la modificación del Reglamento de la Cámara. Nos lo exige el
ejercicio de la convivencia constitucional y el más elemental sentido de la prudencia.

Precisamente, en este marco de equilibrio que es necesario redefinir, se encuadra
otro elemento del diseño territorial que requiere de la posición y la dimensión que la
Constitución le asigna. Me refiero, claro está, a los Entes locales, que deben disponer
efectivamente de la autonomía que constitucionalmente les está garantizada. La liber­
tad y la justicia no se producen en las grandes declaraciones ni en las estructuras jurí­
dicas generales, sino que se dan en los entornos personales de la existencia, o no se dan.
Por eso, adecuar la posición institucional y competencial de los Entes locales a las exi­
gencias constitucionales es, a mi juicio, una tarea ya iniciada en la que hay que seguir
caminando con paso firme, si tenemos presentes los principios de proximidad y cerca­
nía a la gente que deben guiar las actuaciones de la Administración. Y es urgente tam­
bién, si queremos dotar a nuestro sistema político y cívico del equilibrio necesario en la
distribución territorial del poder.

El vuelco que ha dado España en lo que se refiere a su articulación territorial es
verdaderamente impresionante. Los que recuerden los tiempos pasados, serán quienes
mejor puedan testimoniar el alcance, la profundidad de esta transformación.

y esta experiencia, que arranca del mismo acto constituyente, ya que afecta a la
misma identidad y concepción de lo que es España, es un acierto que viene avalado por
la multitud de beneficios derivados de tal planteamiento. Sobre todo dos, que a mi jui­
cio se perfilan como los fines que sintetizan los objetivos de la descentralización: la
libertad y la participación. El Estado autonómico, en efecto, ha facilitado y propiciado
un más alto grado de participación política, habida cuenta del mayor acercamiento y
proximidad de la cosa pública al ciudadano. Y mayores cotas de libertad también con­
gruentemente con lo anterior, porque ha supuesto un refrendo político para la realidad
plural española.

Esto es lo que verdaderamente interesa del proceso autonómico, lo que significa
como plataforma para despertar las capacidades creativas de todos los españoles, desde
su propio genio, desde su propia condición e identidad libremente asumida. Estoy con­
vencido de que las potencialidades ocultas en esas capacidades aún no plenamente ope­
rativas -si sirve la dicción- son de un alcance difícilmente imaginable. Y no lo digo por
una ensoñación complaciente, sino por la convicción que se deriva del hecho de estar
en los umbrales de una nueva civilización que sólo se podrá construir sobre los supues­
tos económicos, informativos, relacionales, de la globalización, y sobre los culturales
de la autoidentificación.

Hablar de identidad, de cultura, de autoidentificación, no es referirse a una suer­
te de superestructura, de adorno superfluo o de elemento extraño que no afecta a la vida
productiva. Hablar de autoidentificación, de identidad es referirse a factores que son
claves para el desarrollo de un mundo cada vez más globalizado y más dominado por
estructuras que podríamos denominar integradoras. Problemas tan importantes para el
mundo del futuro inmediato como la integración social -o su contrapuesto negativo, la
marginación-, o la solidaridad, que no es sino un enunciado más comprensivo que el
anterior, sólo podrán resolverse adecuadamente desde el respeto a la diferencia como un
valor fundante de la nueva civilización, y desde la aportación diferenciada que la pro­
pia identidad permite al conjunto en que nos integramos.
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En nuestro proceso constituyente se trata de subrayar la idea de una España inte­
grada por personas vinculadas entre sí por una historia común y por un alto grado de
solidaridad recíproca, a pesar de que tengan lenguas, culturas y tradiciones distintas,
que todos ellos intentan preservar.

La política democrática tiene así la responsabilidad de dar con la fórmula armo­
nizadora de esas realidades complejas, ofreciendo mecanismos de integración política
válidos basados en la práctica de formas significativas de reparto vertical del poder y en
la aceptación en profundidad de una cultura política liberal-democrática.

Nuestra Constitución es consciente de la continuidad histórica de una nación
española que se abre a la convivencia con nacionalidades de preferente signo cultural.

Me refiero a una concepción que pone por encima de todo las libertades, afir­
mando la realidad española en la convicción de que ambas conducen a fortalecer nues­
tra condición social, cultural y política. La primacía del individuo hace que cualquier
concepto de nacionalidad o nación sea siempre una riqueza para quien quiera tomarla y
nunca una palanca de escisión o de exclusión.

La descentralización política puede interpretarse como una forma de respuesta
equilibrada a determinadas tensiones que hacían insostenible el mantenimiento del viejo
estado unitario y centralista. El Estado autonómico intenta así responder a determina­
das demandas de autogobiemo, junto con la construcción de nuevas bases de participa­
ción democrática y de pluralismo cultural.

Una de las notas fundamentales que puede destacarse del Estado autonómico es
su carácter dinámico, dinamismo que no sólo ha de entenderse referido a la transfor­
mación de nuestro Estado centralista decimonónico en un Estado que se encuentra entre
los más descentralizados de Europa, sino también al esfuerzo continuado de manteni­
miento de un equilibrio basado en un espíritu de transacción y acomodo y que necesita
de un esfuerzo continuado de mantenimiento y una voluntad de colaboración y actua­
ción en común. Dinamismo, equilibrio y entendimiento, son tres características que en
1978 alumbraron ese gran monumento a la generosidad y a la tolerancia que fue la
Constitución y que hoy deben ayudar a superar las tensiones lógicas que se producen
entre unidad y autonomía.

El Estado autonómico se basa en la aceptación de una estructura política común,
esto es, un Estado compartido, y en la permanencia de una misma base sociológica, la
existencia de la nación española, como elemento de legitimación de la forma estatal
común. Caben pocas dudas acerca del carácter de la nación española como comunidad
específica socialmente determinada, que sirve como sustento a la forma política del
Estado autonómico basado en una idea de España, no rígida, dogmática o excluyente,
sino antes bien, flexible e integradora en razón de su carácter plural.

Es esta nación española la que aparece como titular de la soberanía, cuya atribu­
ción se realiza de un modo exclusivo, originario e indivisible; configurándose como una
nación compleja integrada, por virtud del artículo 2 de la Constitución española, por
nacionalidades y regiones reconociendo la existencia en su seno, pero formando parte
de ella, de pueblos diferenciados, por lo que el preámbulo del texto constitucional puede
hablar justamente de "pueblos de España".

Se trataba por lo tanto, en el ánimo constituyente, de afirmar la realidad inequí­
voca de lo que se ha dado en llamar los hechos diferenciales, particularmente los de
aquellas comunidades que se llamaron nacionalidades históricas, a las que se dio tal
consideración por tener completado su proceso estatutario en el régimen republicano.

El ánimo constitucional era tan claro a este respecto que no se dudó en utilizar la
expresión 'nacionalidad' para referirse a las realidades culturalmente diferenciadas que
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se integraban en España. Significaba esto, a mi entender, que se estaba no sólo en la dis­
posición favorable a acoger todas las reivindicaciones de carácter cultural, histórico y
político que desde los diversos territorios autónomos que se fuesen articulando pudie­
ran hacerse, sino que se atendía el proceso positivamente. Es decir, el constituyente
afrontaba el proceso autonómico con una actitud constructiva y activa a favor de lo que
se consideraba constitucionalmente el derecho legítimo de cada pueblo de los que inte­
gran España a entender en la organización y gobierno de los asuntos propios. Y ese pro­
ceso había de realizarse, para cada Comunidad, en un grado y ámbito que la misma
Constitución y el desarrollo legislativo posterior -en un proceso descentralizador sin
parangón- se encargarían de definir.

Pero el límite general que se ponía a semejante proceso, que se engloba dentro
del proceso general constituyente -en cuanto se estaba constituyendo una nueva orga­
nización territorial del Estado que la misma experiencia histórica se iba a encargar de
perfilar, ya que la redacción del título VIII era manifiestamente abierta-, el límite gene­
ral de ese proceso, digo, venía señalado por el concepto de solidaridad, de notable ambi­
güedad jurídica, y sobre todo por el claro y preciso concepto de soberanía. Hasta el
punto -y es esta una explicación plausible- que al referirse a los territorios cultural­
mente diferenciados, en su afán de destacar su profunda singularidad, el constituyente
habló de "nacionalidad", pero reservó el título de nación para el conjunto de España. Se
trataba de reservar a España -en su totalidad- el título de nación, justamente para no
dejar lugar a duda alguna respecto al principio de soberanía, se trataba de salvaguardar
el principio jurídico que se mencionó: es la nación el sujeto soberano.

La atribución de la soberanía al pueblo español indica que, en la mente del cons­
tituyente, España aparece como una verdadera nación o comunidad intrínsecamente
diferenciada. Podría aducirse a este respecto que nos estamos encontrando aquí ante un
argumento viciado, en el sentido de que se está entendiendo que la nación lo es por su
constitución política -"demos" sujeto a la ley que él mismo se da- y afirmando al mismo
tiempo que si se da a sí mismo la ley constituyente, lo hace porque es una nación. Desde
luego la cuestión no es vana y conviene aclarar la confusión en lo posible, o cuando
menos sus términos. En efecto, la proclamación y promulgación de la Ley Fundamental
es constituyente porque "constituye" la comunidad política, y en ese sentido España es
una nación porque así se define a sí misma. Pero tal definición no se produce de modo
arbitrario, caprichoso, aleatorio o casual.

¿Qué razón se puede entonces aducir para justificar el proceso constitucional, su
planteamiento, desarrollo y desenlace, cuando se ha llevado a cabo desde el presupues­
to de la existencia de España? Veámoslo. El reconocimiento de la pluralidad cultural y
lingüística de España, nos impiden acudir a una unidad de esa clase para fundamentar
el hecho constitucional. En este sentido, se descarta de todo punto el recurso a un mismo
origen étnico. Y por otra parte, la pretensión de fundamentarse en un principio territo­
rial se ve gravemente dificultada por no ser España la única entidad política asentada
sobre el territorio peninsular.

Quienes reafirman su voluntad de apoyo a la España constitucional defienden la
Constitución por ser soporte y refrendo de la confluencia democrática de la plural
riqueza de la ciudadanía española. Ese todo social, ese conjunto cuya realidad se afir­
ma cada vez que se habla de España ese todo social, digo, es reafirmado en su conjun­
to -no como un simple agregado- por quienes sostienen la validez y las virtualidades de
la realidad histórica denominada España.

Por eso, la visión constitutivamente plural de la nación española, integrada por
nacionalidades y regiones, implica ciertamente reconocer un relieve político a la varie­
dad territorial, el reconocimiento de una complejidad territorial con una indudable rele­
vancia política. Pero este pluralismo político-territorial no pone en cuestión el espacio
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político común. Porque la clave constitucional está en la rotunda afirmación de ambos
-pluralismo político territorial y espacio político común- frente a las expresiones del
pensamiento único, estático y cerrado, sea en clave de uniformidad o de disgregación.

La Constitución consagra un modelo nuevo de Estado, inédito en nuestra histo­
ria constitucional, que se caracteriza primariamente más que por la distribución territo­
rial del poder, por la afirmación rotunda de la libertad, la participación y el pluralismo,
y la convivencia y la solidaridad, como valores superiores sobre los que articular el edi­
ficio constitucional.

Veinticinco años son, por una parte muchos y, por otra, pocos. Muchos, si se
tiene en cuenta la experiencia histórica de las constituciones en España. Pocos, si se
piensa en la gran virtualidad de una Norma que ha sabido regular con amplitud y gene­
rosidad, los principales aspectos de la convivencia colectiva de los españoles.

En efecto, al abordar la cuestión de la articulación territorial de España, desde los
postulados del pensamiento abierto, dinámico, plural y compatible es preciso poner en
ejercicio las cualidades que definen esta forma de aproximarse al modelo autonómi­
co.Veamos.

En primer lugar, es necesario subrayar el sentido realista, que exige un esfuerzo
de acercamiento a la realidad y de apreciarla en su complejidad. No es que tal aproxi­
mación resulte fácil, o que lo encontrado en ella sea indiscutible, pero sin entrar en la
discusión de fondo sobre las posibilidades del conocimiento humano, se puede decir
que es necesario ese esfuerzo de objetividad, que no puede ser afrontado sin una men­
talidad abierta. La mentalidad abierta, la ausencia de dogmatismos, es necesaria no sólo
para comprender la realidad, sino para comprender también que puede ser entendida por
diversos sujetos de formas diversas, y que esas diversas versiones forman también parte
de la realidad. La complejidad de lo real y su dinamismo deben ser abordados con una
actitud adecuada, que en ningún caso pretenda negarla, y que integre igualmente su
complejidad, viendo como compatibles todos sus componentes, y su dinamismo.

Por eso el acuerdo y mandato constitucional relativo a la defensa de la identidad
cultural y política de los pueblos de España, o, por decirlo de un modo más amplio, la
estructuración autonómica de España, me parece uno de los aciertos más importantes de
nuestros constituyentes. Y también, por eso, porque responde a una realidad, y además
una realidad que juzgo positiva, por cuanto realmente -no retóricamente- nos enrique­
ce a todos, es por lo que desde los presupuestos de la moderación y del equilibrio, no
es posible una actitud que no sea de apoyo y potenciación para esas culturas. Expresado
positivamente, hay que afirmar que unas lenguas vasca, catalana, gallega o valenciana,
pujantes y vigorosas y conformadoras del sentir de cada una de las Comunidades que la
hablan en el marco de un proyecto común abierto y de conjunto, constituye un proyec­
to a potenciar permanentemente.

Desde los postulados del pensamiento abierto, plural, dinámico y complementa­
rio se debe afirmar la condición plural y diversa de la realidad española, incluso y sobre
todo desde la identidad gallega, vasca, catalana, andaluza, canaria o cualquier otra de
las que integran España. Constitucionalmente es incontestable, pero es necesario hacer
de la propuesta jurídica algo vivo y real. Es necesario reiterar que la afirmación de la
identidad particular de las comunidades de España, en absoluto tiene que suponer la
negación de la realidad integradora de España. Y también parece menester repetir, por
lo tanto, que la afirmación de España no puede ser ocasión para menoscabo alguno de
la identidad particular.

La obligación de las instancias públicas de preservar y promover la cultura de las
nacionalidades y regiones no es una concesión graciosa del Estado, sino un reconoci­
miento constitucional, es decir, constitutivo de nuestro régimen democrático. Por tanto
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los poderes públicos no deben ser indiferentes ante los hechos culturales diferenciales.
Pero igualmente la interpretación de esa obligación debe hacerse tomando en conside­
ración un bien superior que a mi entender fundamenta la construcción constitucional de
una España plural y diversa, que no es otro que el de la libertad. Sólo en una España de
libertades cabe una España plural. Pero las libertades son ante todo libertades indivi­
duales, de cada uno. Cualquier otra libertad será una libertad formal, o abstracta. Por
eso, la promoción de la cultura particular no podemos interpretarla sino como la crea­
ción de condiciones favorables para que los ciudadanos, libremente, la desarrollen,
nunca como una imposición.

La solidaridad es otro principio central en la interpretación de la realidad plural
y diversa de España. Pienso que nadie está legitimado en España para hablar de deuda
histórica, porque todos somos deudores de todos; de ahí la pertinencia de España como
proyecto histórico de convivencia, que a todos enriquece. Pero hoy, la solidaridad real
exige justamente de los más ricos el allegamiento de recursos para atender a las perso­
nas y territorios más deficientes en medios, servicios y posibilidades. Sin embargo este
planteamiento no puede hacerse con la pretensión de establecer un régimen permanen­
te de economías subsidiadas. La solidaridad es también una exigencia para el que podrí­
amos considerar beneficiado de ella, pues en su virtud le es exigible un esfuerzo mayor
para superar su situación de atraso, asumiendo, desde luego, las limitaciones de sus
posibilidades reales.

Esta concepción de la realidad española no es nueva, podrá decirse.
Efectivamente, nadie podría pretenderlo. Pero se trata de que la sociedad haga una asun­
ción real de su significado. Desde el pensamiento abierto, dinámico, plural y comple­
mentario, lo que se mira es al individuo, en todas las dimensiones de su realidad perso­
nal, se afirma el papel de centralidad de la gente, de los individuos reales. Desde ese
presupuesto se impulsa y promociona la identidad de cada uno, sin imposiciones ni
exclusivismos.

Sólo desde el supuesto, repito, de la libertad y de la solidaridad es posible cons­
truir una España plural y diversa. 0, expresándolo tal vez mejor, la realidad plural y
diversa de España sólo puede ser aceptada y afirmada auténticamente desde el funda­
mento irrenunciable de la libertad y la solidaridad.

En la tarea que me he propuesto de glosar los incisos del preámbulo constitucio­
nal, tengo aún pendientes tres, así que veo con horror que esta exposición corre el ries­
go de convertirse en un abuso flagrante de su benevolencia ciudadana. Les prometo bre­
vedad.

"Promover el progreso de la cultura y de la economía para asegurar a todos una
digna calidad de vida". Se trata de otro objetivo o mandato constitucional que de nuevo
nos ofrece una perspectiva de equilibrio e integración, porque plantea que la calidad de
vida también se refiere, además de al elemento económico, como no, al aspecto cultu­
ral, ya que no podemos olvidar que la dimensión cultural es un ingrediente básico del
"libre desarrollo de la personalidad" a que se refiere el artículo 10.1 de nuestra
Constitución. Es más, como señalara CARDUCCI, "la grandeza duradera y la fuerza
fecunda de las naciones estriban en el desarrollo independiente de las ideas humanas y
la cultura". La libertad y la capacidad participativa de los ciudadanos está ligada inelu­
diblemente a su emancipación económica y a su independencia de criterio

"Establecer una sociedad democrática avanzada". Resulta interesante reflexionar
sobre la calidad de la democracia. Porque como escribió GUIZOT "el poder de la pala­
bra democracia es tal que ningún gobierno o partido se atreve a existir o cree que pueda
existir sin inscribirla en su bandera". En efecto, la democracia liberal es, como señala
ORTEGA el tipo superior de vida pública hasta ahora conocida.
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Sin embargo, sabemos que la democracia no es un fin en sí misma. No puede ser
un fin en sí misma porque está pensada como un instrumento de servicio a la gente,
como una forma de facilitar la participación de la gente en la toma de decisiones. Es
más, la concepción mercantilista o schumpeteriana de la democracia, y en general las
versiones procedimentales excesivamente ritualizadas, son un evidente peligro que
ronda este tiempo en que vivimos. No sólo porque se asocian fácilmente a plantea­
mientos cerrados y opacos, sino porque desnaturalizan la esencia y la frescura de una
forma de entender la vida y la convivencia basada en la libertad. Como es generalmen­
te admitido, el método democrático -entendido como mecanismo de representación de
voluntades e intereses y como instrumento para lograr decisiones vinculantes- es, antes
de nada, un instrumento de aplicación y realización de valores y principios. Y, en este
sentido, tendríamos que preguntamos hasta que punto los principales argumentos que
mueven la praxis política reflejan realmente espacios para promover la libertad solida­
ria de todos y cada uno de los españoles.

La democracia se ha convertido, no sin esfuerzo, en un paradigma universal e
indiscutido. La democracia es, en suma, nuestro camino; sólo en ella se reconoce hoy
nuestro destino. Por eso, es básico seguir impulsando los valores constitucionales y las
cualidades democráticas. Porque la democracia -no se puede olvidar- es, en palabras de
FRIEDRICH, más un estilo de vida que una forma de gobierno. En efecto, se trata de
un estilo que rezuma preocupación por los demás, capacidad de aprender, tolerancia,
sensibilidad social, perspectiva crítica, optimismo, visión positiva y, por encima de
todo, un compromiso constructivo y abierto con la dignidad de la persona.

El viento de la historia ha cambiado de dirección y sopla en un único sentido:
hacia la democracia, sentenció con su habitual perspicacia el profesor Giovanni SAR­
TüRI. Por eso nos conviene a todos avanzar y orientar permanentemente la nave colec­
tiva en esa dirección y, siempre que sea necesario, corregir el rumbo.

Y, finalmente, "colaborar en el fortalecimiento de unas relaciones pacíficas y de
eficaz cooperación entre todos los pueblos de la Tierra". Esta apremiante llamada de la
Constitución a colaborar y cooperar para que la paz sea una realidad en todas las nacio­
nes y pueblos de la Tierra, encuentra hoy un especial eco en el corazón de la gente
joven, puedo atestiguarlo. Tal vez se esté perfilando aquí un nuevo horizonte que defi­
na espacios políticos más amplios y comprometidos. Tal vez la plenitud de nuestra ciu­
dadanía española nos está exigiendo, con la voz de la Constitución, un compromiso más
efectivo y más universal con el desarrollo y la cooperación internacionales, quizás
comenzando con pasos decididos y novedosos en la promoción de la paz entre los paí­
ses de nuestro entorno geográfico y cultural.

En fin, he llegado al final de mi intervención. En todo momento he procurado ser
respetuoso con quienes piensen de manera distinta a la mía, con quienes, por la razón
que sea, deseen otro marco constitucional. Por supuesto que la propia Constitución
actual les permite defender sus puntos de vista siempre que lo hagan desde la razón y
aceptando las reglas del juego. El pensamiento único, también en esta materia es un
signo del pasado. La unilateralidad como metodología para la interpretación y herme­
neútica social conduce a conflictos que terminan por oprimir y alienar a la gente. Y, hoy,
más que apostar por la confrontación y el conflicto, podemos - y debemos - construir
espacios y contextos de entendimiento en los que todos podamos vivir en libertad soli­
daria.

La Constitución de 1978 nos invita a seguir caminando en un marco de libertad,
y de respeto a las ideas de los otros en un contexto de serenidad y de mejora que per­
mite, como ocurrió en el proceso constituyente, superar las diferencias, las legítimas
diferencias a partir del dialogo, de la concordia, y, sobre todo, a partir de la búsqueda
de mayores cotas de bienestar real para todos y cada uno de los españoles.
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ARISTÓTELES decía que la estabilidad política dependía, no sólo de la afir­
mación de los grandes conceptos que jalonan las instituciones políticas, sino del grado
de compromiso diario con las cualidades democráticas y del grado de su ejercicio efec­
tivo.

Probablemente, veinticinco años de democracia y de libertades, nos inviten a un
mayor compromiso personal con la libertad, con la igualdad, con la justicia, y con el
pluralismo.
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